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VOTO PARTICULAR QUE roR1MULAEL MAGIS­
TRADODON FRANCISCO RUBIO LI.oRENTE EN 
EL RECURSO .NUMER059/1983.' . 

>bisientQ de la 'decisiÓ~adoptada por mis c:~legas de la Sala 
en este recurso que, a mi juicio, debió ser desestimado_ 
',";Haciendo, abstracción de otras consideraciones que la leétura 
de los. antec.edentesfácUmente suscita. .la razón centra] de mi 
diaentíniientoradica. en la, a. mi juicio', defectuosa delimitación 
der.'acto impugnado a· partir de la cual se construyen Jos 
fundamentos que conducen al fallo parcialmente estimatorio. 
Este acto no ss, se dice, el acuerdo. municipal requiriendo el 
desalojo; sino .. las ,actua~iones, practicadas en su ejecución" .. Lo 
cierto es queelaC'llerdo requIriendo el desalojo, y la ejecución 
de,éste ~~m considerados en la. sentencia como partes lQtegran­
tes 'de. un solo acto alefe,cto de entender cumplido e1.requisito 
de agotar la vía ,judicial previ~ que impone' el. artíoulo 43.1 
de:JaLOTC, pero., pór .el contrario,son tratados como actos 
separados a la hora de ca.lificarlos desde e¡ punto de, vista de 
la relaci6n que .media entre ambos, y el derecho, a la· inviola­
tiilidad del domíc~lio, que SE! dice prl'lservado, por el acuerdo 
~rlívulneradopor su ejecución. 
'", No son precisas muy largas conSideraciones pára evidenciar 
qUe .hay ,un error lógico en esta doble conceptuación, dentro de! 
!Il,Ísmo razonamiento, de unos ~ismos hechOS.ELacuerdo de 
. desalojo y su ejecución son un mismo acto.· Si aquél Eira, como 
la sentencia afirma; ,jurídicamente correcto, su ejecución ha de 
ser igualmente tenida',por tal, en cuanto que; en su realización 
no se hayan desoonocido otros dere,chos que aquellos que él 
mÍsmo ,negaba, estoeE, en· el presente caso; . el dereqho ti· man­
tener como domicilíoun local cuya demolición se había orde-

Bala p:r'trnerá, R:ecUrsóde amparo.número $56!l983. " 
,se~ten()ta número 23/1984. de 20 de febrero, 

, LaSalá Primera :del TribunalCcmstituciomtl, compuesta por 
don Manuel G~rcía-Pelayo' Alónso, Presidente, y don Angel 
LátorreSegura, don.Manuel Díez deVelas.CO Vallejo., doña 
Gloria Begué Cantón, don Rafael GómezcFerrer Morant y don 
Angel Escudero del Corral,. Magistrados; ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la' siguiente 

SENTENCIA 

; En el recurso de, amparo número 356/1983, "interpuesto por 
don Javier Fernández-Miranda Campoamor, ,Letrado en ejerci­
cio, representado por el Procurador don Francisco Alvarez del 
Valle Garda, contra acuerdo adoptado por la 'Junta de Gobier­
no del Colegio de Abogados de Oviedo en 14 de diciembre de. 
1982, sobre proclamación delacto:r para candidato a Diputado 
segUndo. En el recurso han comparecido el Ministerio Fiscal 
yelAbogado del Estado y ha sido'ponente el Magistrado don 
Rafael Gómez-Ferrer Morant; quien expresa el parecer' de la 
Sala, 

1. ANTECEDENTES 

Primero.-En 2.4, de mayo de 1983 el Procurador don Francia" 
co Alvarez del Valle García, en representación de don Javier 
Fernández-Miranda Campoamor, formula recurso de amparo 
contra el acuerdo adoptado en'14 de diciembre de 19B2 por la 
Junta de Gobierno del Colegio de Abogados de Oviedo, que ' 
acordó tener por pl"Oclamadoalactorcomo candidato al,puesto 
de Diputado segundo de la Junta y considerar electo para dicho 
cargo al candidato don Federico Alvarez de la Ballina, por no' 
tener oponente;' el solicitante del' amparo pretende que· sediote 
sentencia por la que se,decla.relanulidadde dichoaouerdo, 
restableciéndole en su derecho de acceder al cargo público de. 
Diputado segundo y" consiguientemente, se declare válido el 
acuerdo de la propia· Junta. de 7 de dicielllbre, teniéndosele 
por proclamado como candidato;y dejando sin efecto la condi­
ción de electo.· del señor,' Alvarez de' la . Ballina~ con' obligación 
de señalamiento de nuevo dfa y hora para la celebración de las 
elecciones para e! mencionado cargo. . 

Segundo.-Enlademanda 'se exponen lns siguientes anteoe­
dentes: al La JUnta de Gobierno del Colegio de 'Abogados de 
Oviado.en sesión de. 30 de septiembre de' 1982; acordó la oonvo­
cátoria de elecciones para proveer diversos cargos de dicha 
Junta, entre los que se encontraba 'el de Diputado segundo, 
cargo para el que el actor presentó su candidatura. bl,En sesión 
de7 de diéieinbre de· 1982 la referida Junta proclamó oandidato 
alseñar Ferilández·Miranda. el En sesión de 14 de. diciembre de 
1982 la propia' Junta acordó por unanimidad reponer el acuerdo 
de. la sesión anterior y tener por' no proclamado, entre otros, al 
Letrado recurrente y considerar electo al candidato don Fede­
rico Alva:Í'ez de la Ballina, por no tener oponen.te, para, el cargo 
de Diputado segundo. dI Elcitado acuerdo señala que entre los 
requi.sitos que han de reUnir los candidatos para cubrir los 
cargos de la Junta de Gobierno ha de incluirse el de residir 
en la demarcaCiÓn territorial.del Colegio, según dispone el. 
ártícul074 del . :Estatuto Genl1lra,l dEl la Abogacía, requisito que . 
no con,curre eu¡pl señoI'Fernández-~iraJ:lda;que tiene' sU domi-

nado, incluso antes de haber sido adquirido por qUien lo 
·ocupaba .. 

~l juicio negatiyo qUe en la sentencia se hace sobre la eje­
CUCIón del desalOjO se alcanza sólo merced a esta artificial 
desvinculación entre ella y el acuerdo que la ordena,pues sóio 
así,es posible considerarla coma una eritradaen el doúlidlo 
de la recurrente sin' 'autorización de ésta y sin mandamien to 
judicial. No es discutible.que la ,acción de oficio de la .Admi- . 
nístraci6n no ,legitima ninguna v-io]ación de los.derecho,"ol~s· 
titucionalmente garantizados 'i que laacomodaci6n de este 
privilegio al orden oonstitucional planteaproblemasdelicados~ 
En el presente caso, no obstante, no hay, en mi opiriión, som­
bra. de tal problema. La Administración no acordó Jaennida 
en el domicilio de la recurrente; sino que la requirió para que 
lo desalojase, Frente a tal req uerimiento, la recurrente. riu do 
solicitar el amparo judicial, Cómo efectiVamente hizo, e impe­
trardelJuez la suspensión del acto qUeconsidl1lrabalesivo, Sí 
no. efectuó tal' solici tud :0 habiéndola· efectuado 'na le fue otor­
gada, no había obstáculo algunO' a la ejecución del acto; 'el de" 
recho a· la inviolabilidad del domicilio quedó suficieJ;ltemeilte 
asegurado y no se adivina qué protección adicional de sus 
derechos habría: obtenido la recl.U"rente si 'hubiera logrado de 
la Administraci6n la exhibición de un mandamiento'exDedido 
por otro,> Juez, carente de. competencia para controlar: la' lega­
lidad de la actuación administrativa. La ejecutoriedad del' acuer­
do administrativo. de desalojo no implica' contradicción alguna 
con el derecho a la. inviolabilidad del domicilio de . quien, como 
en el presente caso, sucede, fue no>tificado de tal acuerdo y tuvo 
laposibilidád de buscar y obtener frente a él el amparo judíciat 

Madrid, ,21, de febrero· de i984,-Francisco Rubio Llorimte,-
Firmado :y rUbricado. . 

'cilio y reside.nci~ ',eri Gij6n.,e) E~ recurrente indicia qUe ('>9 

Le~rado., en e¡ex:cIC1o ~e losColegI9s de Abogados .. ,de Gijón, 
OVledo y, MadrId, tetllep.do deSPacho . profesional abierto' per­
manentementeen Gijón y Avilés, .localidad esta última ,que 
per1;eriece a. la. demarca,ció:q. territorial del Colegí o de Abogados 
de Oviedo.' n Interpuesto. recurso contencioso-administrativo, 
al amparo de la Ley 62/1978, la Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo de 1;':1. Audiencia Territorial. 'de Oviado, lo desestimó 
pór senterícia de >12 de marzo de 198~, contra la ()ualinterpuso 
recurso de apelación que fue desestimado por sentencia de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo. de 21. de abril .de 1983. 

T.ercero.":"'~i demandante entiende que el acuerdo de 14 de 
diciembre de 1982; aquí impugnado,viola los artículos 23:2 y 14 
de laConS,tituci6n, sobre la base de los fundamentos siguientes: 

al .La poslbilidlid de interponer recurso de amparo contr's. 
actos de los Colegios ,Profesionales ha sido ya resuelta, en "en­
tido afirmativo, por· el auto de la Sala Segunda ae 12 de no-
viembre de 1980. . . . " .... 

. b) La violación 'del artículo 2;3.2 de. la ConstItuci6n se.pro­
duce porque la eldgeIicia de domicilio' civil para .aeceder al 
cargo de Diputado. segundo limita el derecho.del actor al acceso 
a 'Cargos públicos de. forma discrim!natqria, el estabI4ceruna 
condición social diferenciadora cual' es la situación geográfico­
¡odniinístrativa del domIcilio . del candidato, excluido; a su juicio; 
ni la restricción· diferenoiadora es pl:oporciona:l, ni siquiera ade~ 
cuada,al·eventual interés 'púb1ic~defendido,'ni respeta el con-' 
tenidq. esencial del derecho ,al hacerlo en la práctica inviable 
por un . conjunto de personas; por otra parte, al ser los Colegios 
de Abogados Corporaoiones de carácter sectorial y no territorial, 
el vinculo de integración en la Corporaci6n viene definido es­
trictamente por el .cumplimiento de los requisitos relativos El 
la actividad, siendo.irrelevante .el. dato del. domicilio civil, por 
lo que si -en aras de ,algún interés público hubiera de exigirse 
algún" requÍ.'lito de residencia., éstahabrla de, ser la residencia. 
de la actividad, es: . decir, la residencia profesional;' de, otro 
modo, 'i en las presentes,' oircum;tancias. ". sociales de rapidez 
de las comunicaciones;,podria darse el supuesto. de personas 

. pertenecientes a un solo Colegio de Abogados, en el que ejercen 
toda su actividad, .que quedarán privadas del ejercicio de todo 
derecho político en la Corporación al estar domiciliadas a 
escasos· . kilómetros del límite geográfi<;O-administrativo .. del ,Co-
legio. ' . . 

c) Por lo que respecta lit la violación, deL principio de .iguale 

dad consagrado . por' el-' aiticulo14 de la Constituoión;' reitera 
:las consideraciones anteriores y señala que la justificaci6n qUe 
encuentra la sentenCia. de la Audiencia para, la diferenciarle 
trato, q~e es la mejor disposición de los residentes. para atender 
las obligaciones del cargo; no se ajusta a la realidad porque 
el efecto que se produce' es . justamente elcontqtrio,' puesto 
que el mapa geográfico del Principado de Asturias y las distan­
cias existentes ent:r:e las distintas poblaCiones hace 'que,salvo las 
proPlos colegiados' de Oviedo, los rE¡sta.'1.tesestén en peor dis­
posiCi6n'que los residentes en Gijón para .cumplir COD sus 
obligaciones" precisamente por razón de las distancias y las 
comunicaciones, dado que desde Gijón se puede llegar a,Oviedo. 
por una moderna a:utopista; finalmente, la sentenqia dictada por 
el Tribunal Supremo encuentra la. justificaci6n paraeea distin­
ci6nen el' Estatuto Gel!l.eral de laAbogacfa,y la sentencia 
diC,tada por la Audiencia indica que el concepto de' cresidente» 
que éa'ntempla el articulo 74 .de ese Est~tuto está perfectamente 
diferenpiado:del lugar en que se, ei,erza' la Profesión, ·cOnforme, 

.:.: 
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al artícu]o 40 del referido Estatuto, interpretación' que. recha-. 
zE¡ e! actor al entender que dichos preceptos han de interpre­
tarse sistemáticamente y en ·reladóncon los artícuios47, a), 
12 Y 22 del propio· Estatuto. •. .' '. . . . ... 

Cuarto.-,-En 15' de'junio de 1983 la Sección .acordó admitir 
a trámite. ladamanda y requerir E!.tentainente .. al Colegio' de 
Abogados deOviedO,a la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la. Alldienda Territorial de Oviedo yala Sala Tercera del 
Tribunal Supremo para, el. envío de las actuaciones, debiendo 
emplazar los Órganos judiciales mencionados El quienes fueron 
parte en los procedimientos, .' . .... . ' . 
. QÚinto."-·Recibidas las actu"ciónes, pqr prOVidencia' de 22 de 
septiembre de .1983 la Sección acordÓ dar vista de las mismas 
al demandante, al.Ministerio Fiscal y al. Abogado del. Estado', 
otorgá'ndoles un plazo de veinte días para formular alegadondS. 
.' Sexto.~En 21 de . octubre de 1983 el Miriisterio Fiscal formula 
escrito de alegaciones, Bll el sentido de .queprocede desestim".lr 
el. recurso. Tal .conclusión se fundamenta en 'las r&zonessi-
guientes: . . . . 

al Despues de' rt'!ferirse a las características de 10sColegio9 
Profesionales,parte de la eXigéncia:.Elstablecida en elarticu-
10.36 de la Constitución de que la estructura interna yfuncio­
namiento de los Colegios deberán ser democráticos,funciona­
miento democrático que, entre . ,otras .,consecuencias, comporta 
la posibilidad de. aplicación c;le cuanto dispone el artículo 23:2 
de la Constituciq·n. '.' .' '.' ..•. .' . / 
.. ·b). El distinto trato .. entre residentes y noresideritesno 
vulnera el artículo 14 de la' ConstituciéJn,. pues la cratio legiS­
se encuentra en la necesidadde que quien deFlempefiefunciones" 
o cargos públicos estén en condicioneS de. atenderlo con la asi-, 
duidad' yentn:ga que~ la· función misma exige,' debiendo valo-

. rarse la norma partiendo de su c&rácter general yno desde 
situaciones personales; si se llegara a interpreÜtr que .la -exi­
gencia de r(,sidencia se confunde con la existencia de despacho 
profesional abierto en la demarcación podría darse lá eventual 
circunstancia, de que por la pertenencia. a .. diversos Colegios 
simultáneamente, teniendo en ellos despacho profeSional, aun-· 
que seatehdiera »or terceras . personas od!l. forma espol,'ádica, 
pudiera accederse a !a condición de Diputado. en más' de un 
'Colegio, aun cuandó la presencia en una determinada demar­
cación fuer:a' accidentar o separadapór' largos pedados '.' de 
tiempo; e11 tionclusi6n, si ·.Ia norma produce Una díferenciación 
y ésta tiene unajilstificacióri razonable, con base .en 'la nece­
si dad o fin d e atender una función con vertenciápúbUca, . es 
claro que no hay propia discriminacíón,ycoilsiguientemente 
no se da. vulneración del principio de igualdad ante la' Ley. 

el En cuanto al artículo 23.;2 de la Cánstitución; que el actor 
estima vulnerado. el Ministerio Fiscal entiende quena ha 'sido 
violado. .dado que no han sido. infringidas lasccJlldiciones de 

. igualdad a que se refiere el precBpto~ según ha justificado 
al t.ratar del principio de igualdad; Yi por otra parte, el actor 
carecía de uno de los requisitos exigidos por la normativa ap~i-
cable.'· . . . .'.,. ". . .. 

Séptimo.-El Abogado del Estado solicita que se dicte sene 

tencia desestimatoria" de]' recul'so de· amparo, sobre la base 
.del siguiente razonamiento: . . . . 
.. al En primer lugar, entiende que, no ·ha habido. discriI!li-. 

.t1ación arbitraria alg\lna.en la' aplicación' del artículo 74 del 
Estatuto que exige paraser elegido .Diputado un requisito,la 
residencia personal en la.de~arca.ción·del Colegio, que no se 
cumple por elactQr;·conclu.sión que apoya el Abogado de] Esta: 
do, a partir del artículo 40 del Código Civil, eh la apreciación 
de queJa residencia eil la demarcación del Colegio que exige el 
artículo 74 del' Estatuto General de la Abogac!a 'es L: residencia. 
personal, como lo demuestra' lacomparacitln de tal· artículo 
con el' 40 del propio Estatuto. 

bl En ~egundo término,estimaqtteladiscrimirtaciÓn no 
está in sita en· la norma misma, 'puesto . que 'la exigencia de la 
residencia' en la demar'cación del Colegio a los mi¡jmbrosde 
la Junta de Gobierno tiene una lógiCa justificación en la mayor 
facilidad que; 'engeneral ly es en elasp8cto general en el que 
han de centrarse la.s normasl . tienen los~ residentes para '11 
cumplimiento de aúsdeberes: cierto< es, añade,.cjuapodrian 
encontrarse otros criterios también razonables que cond ucirían 
~l mismo fin perseguido' (al mejor desempefiode. su . misiéJn 
por parte delosriliembJ'os'de la Junta de Gobierno), cómo 
es el que apunta el actor, .consistente en atender no al domi-. 
cilio, sino El la facilidad _ o rapidez de. las. comunicaciones entre 
el lugar de residencia y la sede del Colegio; pero el hecho de 
qué. existan otroscriterips lógicos no priva de.' justificación. o 
razOnabilidad al elegido por la norma,por lo que ha .He con-' 
cluirseque en' la misma no subyace ninguna discriminación 
atentatorfa contra el principio de igualdad. 
. Octavo . ....,..La representación del actor da por reproducido~u 
escrito de' demanda, y se refiere a la posibilidad de alegar 
en el recurso de amparo la inconstitucionalidad del precepto 
cuya aplicación haya originado la lesión de sus derechos fun­
dilment~.les, con, cita.de la sentencia del Tribunal de 18 .de 
diciembre ,de 198Lasimismo. se 'refiere al concepto del cbnte~ 
nido8sencial del derecho reflejado en la sentencia de B . .:le 
abril de 1981~ En el presente caso, . prosigue .el actor, .el artícu­
fa 74 del Estatuto. General de la Abogacía: establece una limi­
tación para el derecho de participación de unos colegiados en 
la Corporación profesional' (la residencia en' la. demarcación 
te,¡,itorialdel Colegio, equipárándola al domiCilioeivi!), que 
no es adecuarla ni pr.oporcionalal fin.perseguido, que es. dis­
.crirninaloria y' no justificable, y que, en definitiva, no respeta 

el contenido' esencial del derecho; al .haCerlo inviable en la. 
práctica para un conjunto de .pers(}nas, sin que pueda alegarse 
para ello interés público alguno, como no sea el evitar la dua­
lidad de.p¡;¡;rticipación en 'pluralidad de Juntas. de-Gobierno, 
10 que podría ser tratado con otros instrumentos jUl'idicos ade­
cuadosy proporcionales' .alfin perseguido, a saber y a. tituJo 
de eje~plo, la incompatibilidad; en conclusión, el áduerdo recu-

· rrido en cuanto exc1uyealrecurrente por no concurÍ'ir el I.'e~ 
quisi~? de la residenCia viola losartlculos 14 y 23.2 de la Cons­
tItuClOll al no respetar los derechos fundaméntales alU reco-
nocldos.. . ..,' ..... ' '.' 

Noveno.-En: 28 de octubre de i983 la representa~i(l.n del 
actorpres81lta escr~to en el que manifiesta, que 'simultánea­
mente a .la mterposlCIón del proceso judicial previo al.amparO 
cl?nstltuclOnal,y contra·.el mISmO acuerdo de la Junta de Go­
blerno del. COlegio de Abogados de Gijón" formuló recursO de 
alza98: ante el Consejo ·General de la Abogacia, que' ha sido 
desestImado por resolución de 14 de octubre de 1983. que acóm-
pafia a.los ·efectosoportunos. ..' .... ...... '. '. 

Décimo.-E~. 16' de nov:iembre de 1983 la Sección acUerda 
tener por reCIbIdo el escn~oLa~terior y documento adj~rito,y 
dar ~r~sladopor plazo de dIez dI,aS al actor, Ab()gadodeIE~tado 
y MmJSteno FISc::aI; para alegaClones,.. .. ' .... . . 

Undécitno.-'-El Ministerio Fiscal estima que. el documento 
apo~.8:do. no sUl?one eleme?to .. ~;ejuicio nuevo que altere su 
poslClOn~~ntr~~la •. ala est,lmaCI?n' del recurso, si bien afirm.a 
que la UtIllzac.lO.n ~e dOSVIas ·C.olUcldentesen~1 tiempo supone 

· ~~ _ !TI0tlVO adIClOnal"'~e . desestImacIón' deLrecurso, ya qUe. el 
llllclOdel proceso. serra caUSa 'de inadmisión de acuerdo con 
e~, artículo 50.Lb de la Ley Orgánica del Tribunal Constitu­
CIOnal.,. 

Duodécúno.-E~ Abogado del Estado entiende que lo único 
que ha ~e de~atlrse en' el' presente recurso es si ia exigencia 
de la reSIdenCIa personal en la demarcación del Colegio de Abo­
gados es. contraria a los articulas 14 y 23.2 .de la Constitución. 

· en cUanto a ~a.resolucióndel Consejo GeneraJ de la Abogacii~ 
pone de mamf¡e~to que. no. se han .a~otadolos recursos perti­
nentes, en .la VIa. contenclOso-admlmstrativa, por .. 10. qUe no 
cumple e! requisito del artículo 4Llde la LOTC. . ..' 

D~ci~otercero.-La represe~~ación del actor señala que, tia'le 
conCIenCIa de que la pretenslOn procesal 'que se sllstanciaen 
el presente recurso no guarda relación directa con' el acuerdo 
del Consejo General de la Abogacía; si búm somete ál Tribunt:\l 
e! 'pronunciamiento sobre lo que considera Una gray¡sima viola­
Clan '-de sus derechos' constitucionales .. puesto que el mencio­
nado acuerdo, en su último considerando, viola a su íuicio.l')8 
ders?hos rec~n~cidos en .los artículos 20, 36, 14 Y 24 de la juris­
dwclOn. El ultimo considerando_aludido indica que el actor, 
de una parte, ha in.fringido la jurisdicción excJusivay. exclu­
yente de Jos recursos corporativos al formular un recurso con~ 
tencioso-admiriistra.tivo 'antes de interponer el de alzada; y, de 

.otra, que, en dicho contencioso. sostuvo' la in constitucionalidad 
del propio Estatuto General de la.' ~ bogacía Española, acerca 
de. cuyas .actuaciones ha de enténder la' jurisdicción de JaJun:' 

· ta de Gobierno del Colegio de Abogados de Ovledo, por si esti­
mare que pueden .constituir infracciones de las normas conte­
nidas en el artículo' 48 del propio Estatuto. Por último: el actor 
suplica que. ~edicte.sentencia de conformidad con los pedi­
mentas de la demanda. . ..• 

Decimocuarto.-Por·providBncia de ade febrero de 1984 se 
señala. para votación.y fallo :el día 15 sigllienté. En tal d.ía 

· se deliberó y votó. . . 

11. FUNDAMENTOS· JURlDICOS 

. Primero.~EJ~rimer p~oblemaqúesusdta el'present.e recur­
so .esel relativo.. a la determjnación de su ámbito, es decir, si .ha 
de circunscribirse a la resolución de la Junta de.' Gobierno del 
Colegio. de Abogados ,d.e Oviedo 'de .. 14 i:le' diciembre de 1932 .. 
objeto de :impugnauión en la demanda, . o 'si; por el contrario, 
puede, ampliarse aL acuerdo del 'Consejo General de la' Aboga" 
cía deJA de ovtuQrede 1983 .• , Enconexión con" lo antBrior, antiOlS 
.de entrar en el examen de .fondo habremo's de decidir si el 
hecho de qUa el recurrente haya. seguido. dos vías es caUsa; 

· en· la actual fase procesal, de desestimaci6n.del recurso. ..' 
.. En cuanto a la: posible ampllacióndel recurso, la Sala estima 

que no procede acordarladado·que,como.acertad,unente .. sefiala 
el·Abogado del Estado,el actor no ha agotado:contra a1.acto del 
Consejo General de la Abogacía los recursos .pertinentes en la 

· vía judicial, por IO'que no procede la ampliación del recurso; 
el propio recurronte tampoco la.pretende·formalmen~e en la sú­
plica del escrito pOr el· que acompaña tal acuerdo; ni en el de 
alegacionespost<3rior. . Debiendo 'sefia!arse a mayor: abundamien, 
to que, si la hubiera pedido, la conclusión hubiera. sido la,de 
inadmisión . de la demanda· de ampliación por ser defectuosa 
al no haber cumplido 'el requisito de agotar lavia judicial 
procedente [artículo 50.1.b de la. ~ey Organica del Tribunal 
Constitucional-LOTCc-'l. ..' : , ;. 

Segunda,·,EI segundo extremo, puesto de relieve. por el Mi-
. nisterio Fiscal·,·se refiere a si 'el ,hecho de haber seguido simul­
táneamenteUlla doble ,i¡if\constituye una causa de inadmisión 
del recurso que,' en la actual. fasi) :.procesal, sería de desesti-
mación. ". ". . 

Para re80lvereste punto debe partirse de que el artículo 53.2 
de la .Constíl.ución esta blece' .qUe c1.lalquierciudad8no podrá 
recabar ante. los. Tribunales ordinarios la .. tutelade.las Uber­
tades .ir derechos quemencioná-entreellos 'los. reconoCidos 
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en los artículos' 14 Y·23,2 de . la. Constítución....;..; por un proce- ' . bJ •... Vot~r:v ser elegido. en elecciones peri¿di~s au-
dimiento . basado en los principios de preferencia y 8umariedad ténticas; realizadas por!?u~ragiO. ~niversaJ .3' igu'ál Y 
y, .. en s·ucaso, a travéBdel: recurs.o de amparo ante el Tribunal por voto. secreto quegarantlce la·'hbre expresión de la. 
Constitucional; precepto al que se refiere:1adisposíción transi- voluntad de los electores.' .. 
toriasegimda;>número 2, de la LOTC; al establecer qüe,. en . . C), Tener. acceso, en condiciones generales de igual-
tanto ,no sean desarrolladas las previsiones del mencionado al', dad, a las funciones públicas de supais,.' . '. 
·Uc.ulo 53.2, se entenderá que la via judiCial previa a la interpo" .' . 
sición del recurso' de amparo será . la. contencioso-administrativa .. ' .. L~ lectura' .de los precePto~ t~anscritos <a~edita' que :eldere­

. ordinaria o 'l,a configurada en.1a Sección. segunda' de la. Ley' 621 ,c~o deac;:ceso .a los cargos pu bllcos í!ue regula el. arUculo '232, 
1978 sobre protección jurisdiccional de los derechos fundamen-' ~nter'pretadoen ~onexlóncon el 23.1 JI de acuerdo con tales 
tales.. •... .... . . , .' 'Jre?~ptos,. se, refIere a 10.8 cargos públicos derepn;isentación 
. Pues. bien, en elptesente caso el actor ha. seguido la vía poh~lca:que son los que co:rasponden al Estado y~a los Entes 
:Contencioso-ad."IIinistrativaregulada en la . Sección Seg·urida Je terrltc)rlal~ e~l que,sa orgamza territorialmente, de acuerdo con 
la Ley 62/1978 (artículos 6.". a 10) ~.Q.ue'no' exige la utilización de el a:t~c1;1~Q 137 d~. 117 ConstituciÓ~ ,~qol;n'-p.nidades . autónOflla,¡;, 
recursos de reposiCión o. cualquier otra previo· (íutículo 7.li, ymup.¡Cl~lO~. ,Y .provmclas-,-. ConclUSIón UlIC¡aJ. que queda co'nfir-
cuyo ámbito; según ha señalado reiteradamente el Tribunal Su- ~al:i~s~separte<como es obligado dellU"tíc,uloLl de JaCons-
premo, se. circunscribe a .la tutela. de los derechos y libertades tltuclón,.qUe. confIgura' &;1 Estado como social y democrátiCo. ya. 
fundamentales; sin que en el seno de'la misma sea procedente que .elderecho que define el mencionado articulo 23.2 es un 
efectuar un examen de·los vicios de legalidad en que puede reflel~.d~l:Estado.democrático en,el'qüe-..artículo 1,2-1a'50-
incurrir, el acto impugnado; Siendo esto asf,no cabe duda d.e berarua ·reslde en el pueblo español, del que emanan todos los 
que ~i' el ciudadar¡,o opta. por acudir a la ·ví.a· de la Ley. 62/1978 poderes 4elEstado.· Consecuencia lógica. de este 'principioss El 
··(Sección.2.") para obte:ner-latutela de ·los derechos fundamen_~er~cho.funda.me~tal, .que 'examinamos,CuyO ámbito' ha . de' de­
tales, 'elIó no. obsta, para, que pretenda la n'Ulidaddel acto por JlIIllt~rse. ep .fun,CIÓ:n del mlsmq, sin que· ,U~ existelÍcía de'Cor­
vicios de legaliditd;:en la vía·.judidal: correspondiente, previo poracIones pu,l?l~cas. no ter~to~iales pueda,dar lugar a recono~ 

. a&"otamieIito, :en su caso, de los recilrsosque: procedan .. : '. ,. ,ce~les un s~gnlflcado cqnstituclOnal· del rnlsmoni veL· 
En consecuencia,elhechode que se hayaSEiguido· una doble .Lo. que.sucedeJ! ~squeJa. C'o:"lstítitción' c~raGteriza taIÍlbién al 

vía n.o es causa de inadmisión del·recurso, ni de desestimaciónEs~ad?.comosocial.dederecho, . con ,lo que viene .a·establecerun 
en la actual fase procesal;' dadoqUeh:il actor ha agotado la vIII.' pnnclplOque: se . aJusta, a la realidad propia: del mundo ocd­
judicial procedente.para obtener la tutela' de los. derechosfuri..;d~lltal ,de ·nuestra' época;, q~.e trasciende', a todo :' i .. orden jun-
damentales que estimá violados, que se encuentra confiada con dICO. En' 'efecta,~a'lnteraccIOn entre ,Estado y SOCiedad, .deSta-
carácter general a 'los Tribunales de jusUda.. ., . :cadapor la. doctrma, produceconsecuencias;muy'diversas en: el 
••. , Por últimO,antes de entrar en el examen de las violaciOnes mundo ~el Derecho, de las cuales aquí ·sólo puede aludirse d. 
de derechos fundamentales que alega-el actor, debemos hacer 1f!3 que mteresan a los efect,os de la mejor comprensión y solu-
notar una vez. más que el recurso. de amparo no es una tercera cl?ndet caso ·planteado;En. el campo de;,¡a organi;i!ación, que 
instancia que permita eniuiciar la legalidad del acto impugnado,~elqueahora importa,laIJ?tel'penetraclón' entie Estado y liO-
dado,Q.u'e su objeto secircullsqribe a la protección de los dere- cledad se. traduce> tanto 'en la' pf.rticípacióll de ··IQsciudadanos 
'chosfundamentalescomprendidos en los articulos 14 a 29:déla eli l/l¡>organizaeión· del Estado como en una ordenación por el' 
Constitución,' y aJa óbjeCiÓri de :condencia de su artículo 30,. Estado. de entidades de carácter social eh cuanto su actividad 
tal y como establece er artículo 41.1' de 'la Ley Organica del. presen~a un interés públi~o relev~nte, si bien los grados de . 
TribunalConstítucional (LOTC).··· ' ; intenSIdad de esta. oI'denaclón y de mtervención del Estado pue- . 

'. Tercero.-Los derechos fundamentales que el actor estima vuJ_den ser~jferentes, lo . que se ,explica "no sólo por la libertad 
nerados por la. resolucióni]npugnada son los recoriocidos:en el ..de que. dispone el legislador en el marco constitucional sino 
articulo 23.2 de la. Constitución -dereCho de acceso a los cargos' también· por' la confluencia de-diversos principios como' el. dei 
públicos'-,y'14 '-principio de igualdad-. A 'continuación nos pluralismo, político. en relaci6n. a los' partidos pOlíticos·dado 
rj'lferimQs ,separadamente .a· cada uno de . ellos, dadOque . .10' su carácter"de organizadores'sOciales con.relevanciaoonstitu­
ofrece duda q:ue 'el acto impugnado emana de un ente públíi::O de . Clonal (artíCulo 5;' de la. Constitución), (1 el'derechode libertad 
carácter' corporativo, . incluido. dentro .de los supuestos, del a.r~sindicalen cuanto se··traduce. en la .creaci6n de Sindicatos (ar-
tículo 41.2 de lEt LOTC. tanto porqitela Ley; 'preconstituCional t:!cul028) ,alag:·que' al igual que a. los' ,partidos pOI1ticosy a 
de Colegios Profesione.Jes 'Ios configura corrio Corpori:t6ionesie las Asociacionel¡! erripresariales'se garantiza 'la libertad de. crea;. 
derecho público, entre cuyos fines esenciales se comprende la ción Y ejerciCio de su .actividad dentro ,del respeto a la COns-
ordenación del ejercicio de las profesiones {Lev 2/1974, modifi- titución. y a la.. Ley, si bien su estructura interna: Y. funciona:. 
cada por JaLey' 74/1978), como porque la Ley posconstitucio- miento han. de ser democráticos1artfculo 7.°).. Pero junto a. 
nal 1.2/1983' del proceso autonómico se refiere en· su artículo. 15.2 . estas formaciones sociales cuya libre creación y actuación ga-
a las Corporaciones de derecho público representativas de inte~ rantiza .la Ley suprema, :en ]OS términQs vistos, la. ConstituCión 
reses profesionales.,' ". . . .' se refiere '11. otrOfi' Entes dEi base. asociativa representativos de 

,Cuarto,,-La derrianda considera vu)nerlido" en primer lugar,. intereses, profeSionales y económicos (·artículos 36' Y 521, los 
el: 'artcíulo 23.2 de. la Constitución, que establece el derecho ·.cuales .pueden llegar a ser configurados Cómo CorporaCiones de 
de acceso a ¡oacargos públtcos, lo que plantea: el problema.. Dereqho púb~ico' en determinados supuestos (arUculo 15 de. la 
.previo de determinar si Jos cargos de la Junta de Goblern.o del'· Ley 1211983 deilprocesQ autonóml,caentre.ótras menos recientesL 
Colegio de Abogados' de Oviedo pueden inCluirse entre' los que; ... En conCretó, por lo que respecta a lOs Colegios prófesionales, 
contempla. el mencionado precepto constitucional. Para decidir la Constitución establece que: .. . 
esta cuestión 'es necesario partir del aludido precepto qúe,' en ". . . . , 
'. d ·t d d'1 . .'. ,. . . ·.La Ley regulará las peculiaridades propias del ré-
.sus os apar a os, Ice as: gimen jurídico de los Colegios profesionales y .el ejer-

. , ... {Los ,ciudadanos tieriend.erechoa participar ~n cicio de las profesiones tituladas. La estructura' inter-
los 'asuntos J;lúblicos, directamente o por medio de re- na Y el funcion~miento de los . Colegios deberán ser 
pre.!ientaitte¡¡ libremente elegidos en elecciones peri6-' 'democráticos.» .. . 
dicaS por 'sufragio universal. . .'. .... ' .. '. '. '. . ... . . 

. 2:: Asimismo tienen derecho a acceder encondicio-' .··LaConstituCión rémit~ a,la .Ley la regulación de las pecu­
nes de igualdad a ¡as funciones y cargos ¡júbUcos Qon ,!laridades propias de' los Colegios profesiqnales, en los término"!! 
1 .. ,. .- 1 . 1 L . Vistos~ pero lio los configura'directamente cOmo COI'poraciones 
osrequISltoS: q':le sena en as eYeS.» . . de Derecho·público;nfles atribuye funciones relat.ivas al ejer-

Para. ·delimitar. el al~aIlGedél derecho de accesQ 'a los cargos .Ciciode las profesiones; limitándose aseftalar -'"al-igiialque 
·públicos heinos deintez1¡re.tar el artículo 23.2 de.1a ConstituCión: sUoedecon los partidos poUticos, sindicatos y 'organizaciones 
de· acuerd() con ,el' criterio ,que establece' el artículo 10.2 de .laempresariales ~(artfculos 6~· y 7.0)~ que «la, 'estructura interna 
mism¡¡" es decir; «deconforniidad con la DeclaraciónUniversál y el funcionamiento deberán 'ser democráticos".l'or· e119, este 
de Derechos Humanos y los tratados y acuerdosinterriácionalespreceptó'no puede interpretarse en el sentido de que la Cons­
,sobre las ]nismaS materi8.sratific!i.do por Espáña... En este 'sen- tituci6n comprenda dentro del derecho fundamental del' ar­
Udo, debe señalarse que el artículo 22,1,.y 2 de.:!a mencionadaticulo 23.2 el derecho ,de .los Ciudadanos a. .ocupar cargos' en 
Declaración establece :que:· .. ... . estas organizaciones, con el carácter de fundamental, pues tal 

. .. '.. derecho deriva de la estructura democrática que deben tener, 
..1. Todaperson8. tielie . derecho· a partiCipar en el· • es decir' de otros preceptos constitucionales que toman elicuen-

gobierno dé su país directamente o por medio de re- ; . . . . d d 
.. presentantes: librementé elegidos,· .. .. .', ~, '. ta.la relevancia social de estas organizaciones con m epen en-

. 2. Tóda persona tiene derecho de acceso, enCOD-' . cia. del ,carácter .de los cargos. La confíguraeión'por la Ley de 
diCionesde' igualdad, a lasfuDciones. públicas de sU'· lo¡¡C.olegiosphif~sion!l1escomo Corporaciones de derecho P\lbli~ 
P' aís....· ". co y·la nat)Íraleza de los cargos de la,Corporació~ no 'produce el 

... efecto de CO]nPrenderlos entre los de carácte~ publico a, que ·se 
. 'por su parte eIPactolnterna'cional deOerécliosCiviIeSyPo_·iefiereel.aiUculo .23.2; dado el sen,tidoy ·a.lcance,delprecepto, 

líticos de 1966 .establece.eIi Su articula 25: . según ha quedado yajustificadQ.. ..... " .. . .... 
. -TodOs. 10.8' ciudadan .. os gozarán,· sin ninguna de .. las Qui~to.--iaaplicaci6nde ladoctnna anterior al caso aqUí 

planteado conduce a "la afirma.cion.de ,que los cargos de .10. Jun­
distinciortésmenCibnadas en el arlículo;2.o, y sinres~ ·.ta,de Gobierno del Colegio de .. Abogadosde Oviedo no se ene 
triociones indebicfas. de los siguientes derechos y opor- cuentran incluidos,en,tre los. cargos públ~c.os quecontempla~1 
tunidadesi' '.... , '. ,.... .. . artículo 23;2 de .la· Constituci6n;queno,comprende a las Cor-

a). Participaren la' dirección de los Murltos pú~ poraciones de ,derecho público no territoriales. En consecUlilncía,' 
blicos, directamente o 'por . medi;) de representantes tal' derecho ,'fundamental no ha podido ser violado, ya. que el 
libremente elégídos.Bupuestoplanf¡eadCl en el presente~recurso no esta comprendido 
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en el ámbito del derechD fundamental que reconoce el artícu­
·10 23.2 de ia Constitución. 

Sexto.-EI otro derecho fundamental que el actor alega como 
vlaiado es el de igualdad. que reconoce el artículo 14 de: la 
Constitución. Para examinar esta cuestión hemos de distinguir 
eritre los dos. aspectos de la misma que se han planteado: la· 
igualdad en la Ley y ante la Ley. . . 

Al La -representación del actc..r entiende que el amo impug­
nado viola el principio de igualdad al dictarse en aplicación 
de una normativa que es, a su juicío, discriminatoria, en cuanto 
eXÍ'ge para:serélegible a los cargos· de la Junta de Gobierno 
de los Colegios el tener la condición de ser residentes en la 
demarcación del Colegio. Este requisito se encuentra estable­
cidoen el artículo 74 del Estatuto General de la AbogaCía,ápro­
bada por Real Decreto de 24 de julio de 1982, que desarrolla lo 
previ.sto en el artículo 7.3 de la Ley de Colegios Profesionales, 
el cual establece que podrán ser candidatos los electores que, 
entre otras, reúnan las condiciones de antigüedad y residencia 
u otras de carácter profesional- exigidas· por las normas elec­
torales respectivas·. En definitiva, la violación del prmcipio de 
igua.ldad consistiría. en que a] exigir la residencia en la· demar­
cación del Colegio para ser candidato, se otorga un trato dis­
criminatorio a los que no la tienen respecto á. los qué sí resi­
den en la demarcación. 

Para determinar si tal violación se ha producido, hemos de 
partir de la doctrina sentada. por este Tribunal en relación al 
principio de igualdad en 'la Ley, En concreto, tal doctrina ha 
sida ya reflejarla en diversaS . sentencias· a partir. de la núme­
ro 22/1981, de 2 de. julio, fundamento. jurídico tercero, en la 
cual se indicaba que el principio de igualdad contenido en el 
artículo 14 tie la. Constitución no implica en todos los casos un 
tratamiento -igual con abstracción de cualquier elemento difee 
renciador de trascendencia jurídicfl" y se añadía -siguiendo la 
doctrina sentada por el Tribunal Europeo de . Derechos Huma­
nos- que ia igualdad sólo es violada si ladesigualdad~té. 
desprovista de una justificación objetiva y razonable en relación 
a la finalidad y efectos de la medida considerada,. debiendo· dar­
se una relación razonable de proporoionalidadentre los' medios 
empleados y la finalidad perseguida. 

En el presente .. caso la finalidad perseguida por el legislador 
es que los candidatos estén en condiciones de desempañar el 
cargo con la atención debida,.pera 10 cuar exige el requisito 
de la ['es~dencia en la demarcación del· Colegio, y ello. en tér-
minos i;:I.e generalidad, como es normal .en la legislación. . 

Planteada así la cuestión y estando oonfigurados los Cole· 
gios por la Ley romo Corporaciones de derecho público, 6 los 
que se encomiendan, entre. otros de carácter social~ fines· pú­
blicos. oomo la ordenación del ejercicio de las profesiones, no 
puede calificarse como carente de una justi~icación objetiva f 

6112 . Sala,· Segunda. Recurso de amparo 'número (}6/11J83 . .. 
Sentencia número 24/1984, de 23 de febrero. 

. . 

La Sala Segunda del Tribunal Constituciona.l, compuesta por 
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Franoisco 
Rubio Llarente, don Luis Diez Picaza, don Francisco Tomás y 
Valiente, don Antonio. Truyol Sarra y don Francisco Pera Verd¡1.­
guer, Magistrados, ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

. En el recurso de. amparo número 96/1983, interpuesto por la 
Procuradora de los Tribunales doña Josefa Motos Guirao, asis­

. tida de Letrado, en nombre de .don Sehastián Gabriel Moreno 
Garda, contt-a sentencia de la Magistratura de Traba'jo núme­
ro 7 de Sevilla de 10 de octubre de 1980 sobre despido.-

Ha. sido parte en el asunto,. como codemandado, dón José 
Utrera Utrera, representado por el Procurador don Fernando 
Aragón V Martín,' y el Fiscal general del Estado,. y ha sido 
Ponente don ,Francisco Tomás 'J Valiente,quien. expresa el pa.. 
reCBr. d e la Sa.la. 

l. ANTECEDENTES 

Primero.-Don Sebastián Gabriel Moreno GarcÍ<l, hoy recu­
rrente en amparo, trabajaba como condUctor recaudador en la 
·empresa de don José Utrera Utrera. contratista de CETESA, con~ 
cesionaria a sÍlvez de la Compañia Telefónica Nacionarde Espa­
ña'para la recaUdación de las monedas depositadas por los ueua': 
rios [Jn las cabinas destinadas al público. Por carta de 5 de 
agosto de 1980 don José Utrera Utrera despidió al hoy recurrente 
como ·consecuencia del expediente que se le había incoado al 
observarse falta de dinero en las h1.1Chas de . las cabinas tele­
fónicas' confiadas al recurrente. Al mismo tiempo,CETESA 
denunció los hechos por si ·era·o constitutivos de delito de 
hurto ante ·el Juez cOlTespündiente. No confornie ·con el despido, 
el trabajador interpuso demanda por tal causa ante la Magis­
tratura de Trabajo de Sevilla. 'Por sentencia dada a 10 de 

. octubre de 1980 el Magistrado de Trabajo número 7 de los da 
aquella ciudad desestimó la demanda y declaró procedente el 
despJdo. Contra ella recurrió en casación el trabajador despe-

razonable el que se ·exijan aquellas condiciones -como 18ores1-
.. dencia.....:. que aseguren la dedicación que requiere la consecu­
ción de tales· fines -en términos degeneralidad-, sin que exista 
una faltá de proporcionalidad entre' el medio empleado y la 
finalidad perseguida; Por ·otra parte, en cuanto a los efectos 
de la medida considerada, deben valorarse en atención a ia 
p-osibilidadlegal de que un Abogado esté dado de alta en varios 
Colegios, ya que el supuesto normal será que tenga su· domicilio 
en la demarcación dal Colegio en el que habitualmente ejerza 
su profesión, Colegio en el que podrá ser candidato' a laJunta 
de Gobierno, como es el caso del actor (antecedente 2). En con­
secuencia, no estimamos que se haya vulnerado el principio 
de igualdad, por entender que entra en el ámbito de libertad 
del legislador el exigir una condición como la residencia de que 
aquí se trata, aun cuando puedan contemplarse en hipótesis 
diversas soluciones .legales; sin que tál consideración nos lleve 
i calificar la' desigualdad entre residentes y no residentes conio 
deprovista de una jutificación objetiva y.razonable, en relación 
a la finalidad y efectos de la medida considerada, ni a estimar 
que no existe una relación razonable de proporcionalidad entre 
los medios empleados y la finalidad persegUida. 

Bl Respecto de. la igualdad ante la Ley, este Tribunal ha 
sentado la doctrina, en .muy reiteradas ocasiones, de que la 
vulneración del principio de igualdad exige que se haya pro­
ducidoun' trato desigual en supuestos· sustancialmente idénti­
cos, lo qUe requiere .. la existencia· del correspondiente término 
deconiparación. . 

Pues bien, en la demanda no se alega que se haya producido 
tal trato deSigual, ya que no se, sostiene· .en·· ningún momento 
que se haya proclamado alguna ·candidatura de Abogados no 
residentes en la demarCación del Colegio. Por ello no podemos 
apreciar que exista indicio alguno de violación del. principio 
de igualdad ante la' Ley. 

FA L LO I 

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constituclon8.1. 
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONCEDE LA CONSTITUCION 
DE LA NACION ESPA&OLA, 

Ha decidido: 

Desestimar el· recurso de amparo, 
PUbliqueseesta sentencia en el ,;Bolet.ín Oficia.l del Estado •. 

Madrid, 20 de febrero de 1984.-Manuel Gaicía-Pelayo Alon-
sO.-Angel Latorre Segura.-,.-Manuel Díez d.e Velasco Vallejo.­
Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Es 
cudero del CorraL-Firmados, y rubricados. 

dido. pero la Sala Sexta del Tribunal Supremo, por su senten­
cia de 16 de diciembre' de . 1982, . desestimó el recurso. Entre 
una y otra fechas tuvo lugar. el juicio verbal' de faltas corres­
pondiente a la denuncia p-rssentada 8n su día por CETESA, 
y en él, el Juez de Distrito número 4 de los de Sevilla pronun­
ció sentencia a 6 de diciembre de 1980 por la que se absolyió 
a Sebastián Gabriel Moreno García de la falta de que se le 
acusaba. .. 

Segundo.--Habiéndole sido notifioada la sentencia de la Sala 
Sexta del Tribunal Supremo, la representación procesal del señor 
Moreno García interpuso, dentro de plazo, recurso de amparo 
contra la misma, pidiendo que este Tribunal declare su nulidad 
Por entender que viola el derecho a la presunción de inocencia 
que reconoce el articulo 24.2 de la Con.stitución. Argumenta 
en favor de··la pretensión diciendo que nada hay en el proceso 
laboral que destruya la presunción de inocencia que asiste a su 
representado, pues la sentencia de casación sólo dice qua .. es 
racional la conclusión. a que llegó el· Magistrado. de Sevilla, 
afirmacion que,a juiciO del demandante en amparo, implica 
una presunción inversa a la de inocencia, y que contrasta con 
la sentencia del Juez penal que absuelve al allí acusado preci­
'samenta en virtud del' principio -in' dubio pro reo», hoy elevEi.do 
POr el artículo 24.2 CE al rango de derecho fundamental. Por 
todo ello en el suplico de la demanda se pide la nulidad de 
la sentencia de la Sala Sexta por violación del artículo 24.2 
«in fine~ de la Constitución y que acordemos «reponer las ac-
tuaciones al momento de dictar nueva selltencia~. . 

Tercere.-La Sección Tercera. por providencia de 13 de abril, 
acordó poner de . manifiesto la c.ausa subsanable de inadrriisibilic 
dad consistent,e en no haber aportado el recurrente copia o tras­
lado de la sentencia pronunciada por la Magistratura da Tra~ 
bajo número 7 de' Sevilla ,[articulas 5O.1.b) , 49.2.b) Y 85.2 de 
la LOTC!. Subsanado el defecto en tiempo h¿.bil, la Sección 
Cuarta, por providencia de 11 de mayo, acordó admitir a trá­
mite el recurso y pedir a la Magistratura de Sevilla y a la Sala 
Sexta del Tribunal Supremo las actuaciones judiCiales corres­
pondientes, tal como se le indicaba en. la mencionada provi­
dencia, el Magistrado de Trabajo emplaZó a quienes habían 
sido parte en .el proceso iaboral para que compareoieran, si 
lo consideraban conveniente para sus derechos, ante este Tri­
bunal "Constitucional. La Sección, por su providencia de 28 de 
septiembre de 1983, acordó tener por personado y parte a don· 
José Utrera Utrera, que había comparecido en tiempo y forma, 
y asimismo,. habiéndose recibido las actuaciones judiciales, la 
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